SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°60                                        
            RADICACIÓN:    660012204000201700231-00


ACCIONANTE: JORGE EDUARDO AGUILAR ÁNGEL
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 13 de octubre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega amparo
Radicación Nro. :
660012204000201700231-00
Accionante: 
JORGE EDUARDO AGUILAR ÁNGEL
Accionado:
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DE PEREIRA
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / MORA EN EL TRAMITE DE LA ACCIÓN POPULAR / SOLICITUD DE TRAMITE PREFERENCIA / NIEGA. [S]i el actor considera que en efecto se generó una mora injustificada en desarrollo de la actividad procesal, puede pedir la intervención de otras instancias o dependencias judiciales, y a las cuales no se ha acudido, entre ellas solicitar al Consejo Seccional de la Judicatura que se efectúe una vigilancia administrativa en la mencionada Acción Popular, o incluso interponer la correspondiente queja ante la Sala Disciplinaria para que investiguen las razones por las cuales el proceso aún no se ha concluido. (…) [L]uego de que se hubieren presentado los alegatos de conclusión y pasado el proceso al juez para dictar sentencia, no se puede surtir ninguna actuación distinta a la expedición de copias, desgloses o certificaciones, y por ende no podría la Secretaria del Juzgado poner en conocimiento del juez la solicitud elevada, por cuanto iría en contravía de lo ordenado en la referida norma, máxime cuando lo único que resta del mencionado asunto es que se profiera el fallo respectivo, mismo que una vez dictado le será notificado al actor, quien en uso del derecho de defensa y contradicción que le asiste, podrá interponer los recursos de ley. Por lo discurrido, estima la Corporación que ninguna vulneración a los derechos fundamentales del señor JORGE EDUARDO AGUILAR ha incurrido el Juzgado Sexto Administrativo de Pereira, y en esas condiciones se negará el amparo deprecado.
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Pereira, trece (13) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación No 1085
                                                Hora: 9:10 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JORGE EDUARDO AGUILAR ÁNGEL, contra el Juzgado Sexto Administrativo de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos al debido proceso y de acceso a la Administración de Justicia.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor AGUILAR ÁNGEL, se pueden concretar así: (i) en diciembre de 2010 interpuso acción popular contra el municipio de Pereira, el Aeropuerto Internacional Matecaña y otros, por estimar vulnerados los derechos colectivos del ambiente, salubridad pública y saneamiento ambiental, es decir, han transcurrido cerca de 6 años y 5 meses; (ii) dichas acciones gozan de un trámite preferencia de conformidad con lo establecido en la Ley 472/88; (ii) en agosto 2 de 2017 solicitó al Juzgado Sexto diera celeridad al asunto, el cual a la fecha no ha sido resuelto por el citado despacho; (iii) la Ley 446/98 y el artículo 37 num. 6 C.P.C., señalan que el orden para proferir sentencia es el mismo en el que hayan pasado los expedientes al despacho so pena de falta disciplinaria, y como la fecha no se ha dictado sentencia, por ende el proceso no finaliza.

Pide se profiera sentencia de primera instancia y/o que en un término improrrogable se dicte la misma para dar continuidad a la acción judicial; (ii) que se aplique un trámite preferencial y especial, y se le otorgue una “prelación de turno” al proceso para garantizar sus derechos de acceso a la Administración de Justicia y debido proceso; y (iii) se le dé respuesta al derecho de petición donde pidió celeridad del caso.

3.- TRÁMITE DEL ASUNTO
El despacho con antelación a la admisión de la tutela y con miras a clarificar las entidades contra las cuales se interpuso la misma, estableció que la misma estaba dirigida concretamente contra el Juzgado Sexto Administrativo y no contra el Consejo Superior de la Judicatura, entidad ésta ante la cual nunca ha acudido el accionante para pedir vigilancia administrativa alguna.  

Por tal motivo se dispuso correr traslado de esta acción únicamente al Juzgado demandado, cuyo titular hizo un recuento de las actividades que se han surtido en el mencionado proceso, y pidió que no se acceda a lo reclamado por el actor, toda vez que se ha obrado con apego a las normas que regulan la acción popular, y si bien la Ley 472/98 hace alusión al trámite preferente de la misma, también hace al impulso oficioso del caso y precisamente por tal razón hubo de modificar las pruebas decretadas por el extinto Juzgado Cuarto Administrativo de Descongestión y procurar la realización de la prueba pericial decretada, lo que ha generado la demora en el asunto.  

Así mismo menciona el número de otros procesos -tutelas, incidentes de desacato, acciones de cumplimiento, habeas corpus- que ha debido resolver para cumplir con las cargas impuestas por el Consejo Seccional de la Judicatura; además de haber estado incapacitado por cerca de un mes. De igual modo, que con antelación a dicha Acción Popular existían otras que debían fallarse con antelación de acuerdo con el turno asignado, y pide se consulte en la página web el turno que ya le corresponde al trámite.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el accionante.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del despacho accionado, con ocasión de las diligencias que se surtieron en contra del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA, se vulneró el derecho fundamental al debido proceso.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 
“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”
Debe indicarse igualmente, que  han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 
“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración”.
Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 de 2015, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 
De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.” -negrillas fuera de texto-
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso la Acción Popular, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 
Del mismo modo y en igual dirección, valga la pena traer a colación lo que en punto de lo reclamado por el actor ha expresado la Corte Suprema de Justicia, cuando en sede de tutela la Sala Laboral expresó lo siguiente:

“El juez constitucional carece de facultades para inmiscuirse en asuntos que son de exclusiva competencia de otros funcionarios judiciales, esto es, que no le es posible invadir el ámbito que la propia Constitución Política les ha reservado, so pena de violar los principios de autonomía e independencia judicial, contemplados en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, en tanto el funcionario judicial a cuyo cargo está el proceso en comento, por fungir como director del mismo, es el encargado de organizar sus labores, dentro de las cuales está la de emitir las providencias en los procesos que se encuentren a su cargo, de tal suerte que resultaría extraño al trámite del proceso que el juez de tutela dispusiera la expedición de una determinada providencia o realización de alguna diligencia, sin advertir previamente la cantidad de expedientes en ese estado o el orden de entrada de los mismos al despacho con esa finalidad, más aún cuando el juez constitucional no puede alterar los turnos dispuestos para resolver los procesos, en tanto ello implicaría lesionar los derechos de otras personas que también se encuentran a la espera de que su asunto sea decidido, pues, al tenor de lo previsto por el artículo 4, modificado por el 1 de la Ley 1285 de 2009, y 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, estos se resuelven según el orden de entrada, salvo las excepciones que se señalen, y que incluso habilita el artículo 16 de la reseñada Ley 1285”.
En el presente asunto y no obstante que el señor JORGE EDUARDO AGUILAR reclama la protección del derecho que tiene de acceder a la Administración de Justicia, de la información entregada en sede de tutela por el Juzgado accionado se desprende que al mismo se le ha garantizado tal prerrogativa, al haber intervenido de manera activa en el asunto donde ha solicitado la práctica de pruebas, entre las cuales se encontraba una prueba pericial teniente a medir la intensidad del ruido en ciertos sectores del Aeropuerto Matecaña de Pereira y algunos conjuntos residenciales aledaños, misma con la que se tuvieron diversas vicisitudes para su realización, de lo cual todos los intervinientes fueron enterados, entre ellos por supuesto el hoy accionante, luego de lo cual se dispuso correr traslado a los sujetos procesales para que procedieran a presentar sus alegatos de conclusión, como así lo hizo en su debida oportunidad el señor AGUILAR  ÁNGEL.

Como se aprecia, en ningún momento por parte del Juzgado Sexto Administrativo se le impidió al accionante hacer uso de su derecho constitucional de acceso a la Administración de Justicia, y si bien es cierto la ley 472/98 dispone que las acciones constitucionales tienen un trámite preferente
, no puede desconocerse la gran cantidad de otros procesos que allí se tramitan y que incluso tienen preferencia por sobre la Acción Popular. Mírese que en ese Juzgado se han tramitado 208 tutelas, 58 incidentes, 7 acciones de cumplimiento y 2 habeas corpus, que necesariamente implican su atención prioritaria y que en muchas ocasiones conllevan a que la especialidad se vea congestionada, lo cual es una realidad inocultable en la mayoría de los despachos judiciales.

Igualmente, y aunque en la Acción Popular la carga de la prueba le corresponde en principio al demandado, como así lo regla el artículo 30 de la norma ya aludida, también es cierto que el juez, de oficio, puede impartir las: “órdenes necesarias para suplir la deficiencia y obtener los elementos probatorios indispensables para proferir un fallo de mérito, solicitando dichos experticios probatorios a la entidad pública cuyo objeto esté referido al tema materia de debate y con cargo a ella”.  Y precisamente tal obligación fue la que conllevó a que el a quo adoptara las medidas necesarias con miras a lograr la práctica de la prueba pericial reclamada.
Igualmente, es importante resaltar que en el referido asunto, ya se agotó la práctica probatoria y desde marzo 3 de 2017 el proceso pasó a despacho del juez para dictar la sentencia que en derecho corresponda, sin que sea admisible predicar que deba alterarse los turnos para su decisión, al no presentarse ninguna de las situaciones a las que alude el artículo 16 de la Ley 1285/09, que adicionó el artículo 63A a la Ley 270 de 1996
 –Estatutaria de la Administración de Justicia-, y que por analogía pudieran aplicarse a la Acción Popular interpuesta por el señor AGUILAR ÁNGEL. 
Véase finalmente, que consultada la página web de la Rama Judicial, más concretamente los turnos de los procesos a despacho que se encuentran en el Juzgado Sexto Administrativo de Pereira, se evidencia que se encuentra en el turno número 4 para dictar el fallo
. 
En consecuencia de todo ello, habrá de decirse que si el actor considera que en efecto se generó una mora injustificada en desarrollo de la actividad procesal, puede pedir la intervención de otras instancias o dependencias judiciales, y a las cuales no se ha acudido, entre ellas solicitar al Consejo Seccional de la Judicatura que se efectúe una vigilancia administrativa en la mencionada Acción Popular, o incluso interponer la correspondiente queja ante la Sala Disciplinaria para que investiguen las razones por las cuales el proceso aún no se ha concluido.
Ahora bien, en cuanto al derecho de petición que reclama, donde pide se le dé al caso un trámite preferencial, y si bien en principio podría pensarse que el despacho no ha dado respuesta alguna, ello obedece a que por un imperativo legal tal solicitud no podía ser resuelta como lo exige el actor, según las voces del artículo 33 de la Ley 472 de 1998, que a la letra dice:

“Vencido el término del traslado para alegar, el secretario inmediatamente pasará el expediente al despacho para que dicte sentencia, sin que puedan proponerse incidentes, salvo el de recusación, no surtirse actuaciones posteriores distintas a la de expedición de copias, desgloses o certificados, las cuales no interrumpirán el término para proferirlas, ni el turno que le corresponda al proceso.

El secretario se abstendrá de pasar al despacho los escritos que contravengan esta disposición”.

Como se aprecia, luego de que se hubieren presentado los alegatos de conclusión y pasado el proceso al juez para dictar sentencia, no se puede surtir ninguna actuación distinta a la expedición de copias, desgloses o certificaciones, y por ende no podría la Secretaria del Juzgado poner en conocimiento del juez la solicitud elevada, por cuanto iría en contravía de lo ordenado en la referida norma, máxime cuando lo único que resta del mencionado asunto es que se profiera el fallo respectivo, mismo que una vez dictado le será notificado al actor, quien en uso del derecho de defensa y contradicción que le asiste, podrá interponer los recursos de ley.

Por lo discurrido, estima la Corporación que ninguna vulneración a los derechos fundamentales del señor JORGE EDUARDO AGUILAR ha incurrido el Juzgado Sexto Administrativo de Pereira, y en esas condiciones se negará el amparo deprecado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el señor JORGE EDUARDO AGUILAR ÁNGEL. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� CSJ STL, 27 ene. 2016, Rad. 63965.


� El artículo 6° dispone: “Las acciones populares preventivas se tramitarán con preferencia a las demás que conozca el juez competente, excepto el recurso de Habeas Corpus, la Acción de Tutela y la Acción de cumplimiento.


� Cuando existan razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones de los derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial trascendencia social.


6 � HYPERLINK "https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-oral-de-descongestion-de-pereira/86" �https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-oral-de-descongestion-de-pereira/86�. Ver además folio 23.
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